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Sr. S. de Vega, Presidente 
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 19 de 
octubre de 2022, ha examinado el 
expediente de responsabilidad 
patrimonial iniciado como conse-
cuencia de la reclamación presen-
tada por D. yyyy, y a la vista del 
mismo y tal como corresponde a 
sus competencias, emite, por 
unanimidad, el siguiente 

Sr. Ramos Antón, Consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, Consejera 
Sr. Herrera Campo, Consejero 
 
Sr. Píriz Urueña, Secretario 
 
 
  
 
 
 

DICTAMEN 511/2022 
 

I 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
El día 16 de septiembre de 2022 tuvo entrada en este Consejo 

Consultivo la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada. 
 

Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 23 de septiembre 
de 2022, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 511/2022, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del 
Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, aprobado por Resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa 
de las Cortes de Castilla y León. Turnado por el Sr. Presidente del Consejo, 
correspondió su ponencia al Consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 7 de febrero de 2019 D. yyyy presenta una reclamación 

de responsabilidad patrimonial ante la Administración de la Comunidad, 
debido a los daños y perjuicios derivados de la cirugía de extirpación de 
lipoma a la que fue sometido en el Hospital hhhh de xxxx (CAUxxxx). 

 
El reclamante manifiesta que “se ha producido una mala praxis médica 

por un funcionamiento anormal del Sacyl, ya que sin ser necesario, por 
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desaparición del lipoma, se procede a intervención quirúrgica, realizando una 
mala praxis en la extirpación del lipoma, limpieza, cerramiento y sutura de la 
herida que me ha causado, y me sigue causando lesiones que todavía están 
por determinar, pues debo ser intervenido por el Servicio de Cirugía Plástica”. 
 

Incorpora a su reclamación el informe de alta de cirugía general, 
informes de Urgencias, copia del protocolo de admisión y del informe 
anatomopatológico e informe del servicio médico del centro penitenciario de 
xxxx. 
 

El reclamante fija la cuantía indemnizatoria en 52,26 euros/día por los 
ocho meses que estuvo con impedimentos, más el daño moral y psicológico 
padecido que no cuantifica. El interesado manifiesta que “la cantidad deberá 
determinarse pericialmente″ y solicita que se emita informe por la Inspección 
Médico Sanitaria de Castilla y León y por médico forense. 
 
 Tercero.- Además de la historia clínica del reclamante, al expediente 
se incorporan los siguientes informes: 
 

- Informe del Servicio de Cirugía General del CAUxxxx.  
 
- Informe del jefe del Servicio de Cirugía Plástica del CAUxxxx, 

de 8 de abril de 2019. 
 
- Informe de la Inspección Médica, de 13 de octubre de 2020. 
 
- Informe pericial, de 13 de diciembre 2020, emitido a solicitud 

de la compañía aseguradora de la Administración.  
 

Cuarto.- Concedido trámite de audiencia, el reclamante no presenta 
alegaciones. 

 
Quinto.- El 11 de agosto de 2022 se formula propuesta de orden de 

la Consejería de Sanidad desestimatoria de la reclamación de responsabilidad 
patrimonial. 

 
Sexto.- El 16 de agosto de 2022 la Asesoría Jurídica de la Consejería 

de Sanidad informa favorablemente dicha propuesta. 
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En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 

 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i), 1º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.g) del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014, del Pleno del Consejo, por el que se determina la 
composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento se ha instruido con arreglo a lo previsto en el 

título IV, “De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común”, 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas (LPAC), con las especialidades que se 
recogen en relación con los procedimientos de responsabilidad patrimonial. 

 
No obstante, cabe poner de manifiesto el excesivo tiempo transcurrido 

desde que se presenta la reclamación (7 de febrero de 2019) hasta que se 
formula la propuesta de orden desestimatoria de la Consejería de Sanidad 
(11 de agosto de 2022). Esta circunstancia necesariamente ha de considerarse 
como una vulneración por parte de la Administración del artículo 12.b) del 
Estatuto de Autonomía de Castilla y León, que consagra el derecho de los 
ciudadanos a la resolución de los asuntos que les conciernan en un plazo 
razonable; e igualmente como una infracción de los principios y criterios que 
han de regir su actuación, recogidos en la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público, como los de eficacia, celeridad, eficiencia 
y servicio a los ciudadanos, entre otros, sin olvidar el incremento que ha de 
conllevar necesariamente la cantidad que, como indemnización por 
responsabilidad patrimonial de la Administración, se vaya a conceder, en su 
caso, mediante la oportuna resolución. 

 
A este respecto, debe tenerse presente que los titulares de las 

unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones 
Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, 
serán responsables directos de su tramitación y adoptarán las medidas 
oportunas para remover los obstáculos que impidan, dificulten o retrasen el 
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ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus intereses 
legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad 
en la tramitación de procedimientos; y que los términos y plazos establecidos 
en esta u otras leyes obligan a las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas competentes para la tramitación de los asuntos, 
así como a los interesados en los mismos. Ello en virtud de lo dispuesto en 
los artículos 20.1 y 29 de la LPAC. 
 

3ª.- Concurren en el reclamante los requisitos de capacidad y 
legitimación exigidos por la referida LPAC. La competencia para resolver la 
presente reclamación corresponde al Consejero de Sanidad, en virtud de lo 
dispuesto en el artículo 82.2 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y 
de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. 

 
La reclamación se ha interpuesto en tiempo hábil, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 67.1 de la LPAC.  
 
4ª.- El artículo 106.2 de la Constitución establece que “Los particulares, 

en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados 
por toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en 
los casos de fuerza mayor, siempre que la lesión sea consecuencia del 
funcionamiento de los servicios públicos”. 

 
La referencia constitucional a la ley debe entenderse hecha a los 

artículos 32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, a la que se 
remite, de forma genérica, el artículo 81 de la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Conforme a la jurisprudencia del Tribunal Supremo, la reiterada 

doctrina del Consejo de Estado, así como la de este Consejo Consultivo, la 
responsabilidad patrimonial de la Administración Pública exige la 
concurrencia de los siguientes requisitos: a) daño efectivo, evaluable 
económicamente e individualizado en relación con una persona o grupo de 
personas; b) antijuridicidad del daño, en el sentido de que la persona que lo 
sufre no tenga el deber jurídico de soportarlo, de acuerdo con la ley; 
c) imputabilidad a la Administración de la actividad dañosa, es decir, la 
integración del agente en el marco de la organización administrativa a la que 
pertenece o la titularidad pública del servicio o la actividad en cuyo ámbito se 
produce el daño; d) relación de causalidad entre la actividad administrativa y 
el resultado dañoso, esto es, que el daño sea consecuencia del funcionamiento 
normal o anormal de un servicio público; e) ausencia de fuerza mayor. 
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Asimismo, se exige que la reclamación se presente antes de que transcurra un 
año desde el momento en que se produjo el hecho causante. 

 
No obstante, la jurisprudencia modula el carácter objetivo de la 

responsabilidad patrimonial al rechazar que la mera titularidad del servicio 
determine la responsabilidad de la Administración respecto de cualquier 
consecuencia lesiva relacionada con aquel que pueda producirse.  

 
En el ámbito de la responsabilidad sanitaria, el parámetro que permite 

apreciar el grado de corrección de la actuación sanitaria a la que se imputa el 
daño viene determinado por el criterio de la lex artis. La teoría de la lex artis 
ad hoc en la actuación médica parte de considerar que la obligación del 
médico o de los servicios sanitarios es una obligación de medios, en tanto 
que no es posible asegurar la salud en términos absolutos. De ahí que la 
Administración Sanitaria y sus agentes estén obligados a poner a disposición 
del usuario todos los medios disponibles que hagan posible la protección de 
la salud, protección que no siempre alcanza un diagnóstico cierto rápido, una 
curación sin secuelas o una atención sanitaria en un determinado tiempo y 
sin espera. El paciente tiene derecho a que se le dispense una atención 
adecuada, según la lex artis ad hoc, y no a obtener un resultado curativo 
determinado, toda vez que la medicina no es una ciencia exacta; la lex artis 
ad hoc abarca no solo intervenciones quirúrgicas, sino también tratamientos 
no quirúrgicos y de diagnóstico como es el caso que nos ocupa. 

 
Por tanto, según el criterio de la lex artis ad hoc, solo existirá 

responsabilidad cuando se infrinjan los parámetros que constituyen dicho 
criterio, que están, pues, en relación con el elemento de la antijuridicidad, de 
modo que existe obligación de soportar el daño -por no ser éste antijurídico- 
cuando la conducta del médico que ha tratado al paciente ha sido adecuada 
a la lex artis, mientras que, en caso contrario, cuando la actuación del 
médico ha sido contraria a la lex artis, la obligación de reparar recae sobre la 
Administración. 

 
La dificultad de prueba del nexo causal en procedimientos de 

responsabilidad patrimonial en los que hay multiplicidad de causas y 
causantes de los daños, se acrecienta cuando se trata de lo que la doctrina 
denomina “daños pasivos”, o daños que no son consecuencia de una acción 
directa del facultativo, sino que son debidos a errores de diagnóstico u 
omisiones de la Administración Sanitaria o del tratamiento, que privan al 
paciente de cuidados médicos necesarios en el tiempo adecuado. 
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Finalmente, debe mencionarse la reiterada jurisprudencia (recogida, 
entre otras, por la Sentencia de 21 de mayo de 2018, de la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y 
León, que alude a las Sentencias del Tribunal Supremo de 15 de enero y 1 
de febrero de 2008, y otras anteriores como las de 7 y 20 de marzo, 12 de 
julio y 10 de octubre de 2007), según la cual “a la Administración no es 
exigible nada más que la aplicación de las técnicas sanitarias en función del 
conocimiento de la práctica médica, sin que pueda sostenerse una 
responsabilidad basada en simple producción del daño, puesto que en 
definitiva lo que se sanciona en materia de responsabilidad sanitaria es una 
indebida aplicación de medios para la obtención del resultado, que en ningún 
caso puede exigirse que sea absolutamente beneficiosa para el paciente”. 

 
5ª.- En cuanto al fondo del asunto, corresponde valorar si la 

asistencia sanitaria prestada a D. yyyy se ha acomodado a la lex artis en 
tiempos, modos de actuación y realización de las pruebas diagnósticas 
oportunas. 

 
En los términos que hemos relatado en los antecedentes de hecho, el 

interesado considera que existe relación de causalidad entre la deficiente 
asistencia sanitaria recibida en el mencionado centro hospitalario y las 
complicaciones derivadas de la intervención quirúrgica a la que fue sometido. 
 

Por tanto, procede analizar por este Consejo si el diagnóstico fue 
correcto, si la intervención quirúrgica se realizó cumpliendo las exigencias de 
la lex artis y, finalmente, si el seguimiento posterior fue el adecuado. 

 
El informe del inspector médico, tras detallar las actuaciones médicas 

practicadas y valorar los informes médicos que obran en el expediente, emite 
las siguientes conclusiones: 
 

“El paciente fue diagnosticado el 4 de septiembre de 2019 de 
un lipoma en zona lumbar de unos 2 cm de diámetro en línea media.  

 
»Fue intervenido previa información y firma de consentimiento 

informado para cirugía con anestesia local de un lipoma en zona lumbar que 
le molestaba.  

 
»La intervención del lipoma se realizó correctamente y sin 

incidencias durante la misma. Es a los once días de la cirugía cuando acude a 
urgencias por dehiscencia (apertura) de la herida quirúrgica. Fue valorado 
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por cirugía general y se realizó tratamiento adecuado de la complicación, 
desbridamiento, se refrescan bordes quirúrgicos y limpieza de la herida. 
Dado que presenta incisión quirúrgica totalmente abierta y lleva poca 
evolución, se resutura la herida. Cuando tres días después es nuevamente 
valorado por cirugía en urgencias por dehiscencia de la herida, se realiza 
igualmente tratamiento correcto de la misma con desbridamiento de bordes 
necróticos y limpieza de la herida, que no presentaba signos de infección ni 
de supuración. Se deja drenaje y cura para cierre por segunda intención. 
Continuando con curas diarias por enfermería hasta comenzar a formar 
tejido de granulación. 

 
»Al extirpar una lesión, en este caso un lipoma, siempre queda 

una cicatriz sobre la zona de la operación. La dehiscencia de la herida, así 
como otras alteraciones de la cicatrización son una complicación posible en la 
cirugía realizada. La asistencia prestada al paciente por cirugía general en 
urgencias y el tratamiento realizado en urgencias de la complicación 
(dehiscencia) fue correcto. La evolución de la cicatrización de la herida con 
las curas locales fue lenta.  

 
»En el apartado de riesgos generales y específicos del 

procedimiento recogidos en la hoja de consentimiento informado para esta 
cirugía, firmado por el paciente, constan como riesgos poco graves y 
frecuentes entre otros la posibilidad de alteración de la cicatrización de la 
herida quirúrgica así como la dehiscencia (apertura) de la herida. En el 
documento de consentimiento informado consta también que estas 
complicaciones pueden llegar a requerir una reintervención.  

 
»Tras tratarse durante largo tiempo mediante curas por 

enfermería en el centro penitenciario dónde residía, para cierre de la herida 
quirúrgica por segunda intención, y evolucionar de forma muy lenta se le 
remitió al Hospital hhhh de xxxx para valoración por cirugía plástica. Fue 
valorado el 19 de agosto de 2018. Presentaba pérdida de sustancia en 
espalda de 2,5 x 3,5 cm. Se plantea la posibilidad de intervención quirúrgica 
para desbridamiento e injerto, con anestesia local. Se le incluye en lista de 
espera quirúrgica. Consta documento de consentimiento informado para esta 
cirugía, firmado por el paciente y la cirujana. Transcurridos unos meses no 
precisaba ya injerto puesto que había cicatrizado finalmente con las curas 
pero con resultado de una cicatriz ensanchada. 

 
»Fue intervenido por cirugía plástica el 28 de marzo de 2019 de 

cicatriz ensanchada en la línea media lumbar, se realizó remodelación de la 



 

 8

cicatriz, curas, control y retirada de puntos en 10 días. El 12 de abril de 2019 
herida bien, aunque apoya (a pesar de haberle recomendado que no apoyara 
la zona durante un mes). Eritema a nivel de espinosas. Se cita para revisión 
17 de mayo de 2019 y no acude, al parecer estaba en centro penitenciario 
en Álava. No se tienen datos posteriores a esta fecha sobre este paciente en 
el Hospital hhhh de xxxx. 

 
»La asistencia sanitaria prestada a don yyyy en el Hospital hhhh 

de xxxx fue ajustada a lex artis ad hoc”. 
 
En el mismo sentido, el informe pericial de la aseguradora contiene las 

siguientes conclusiones: 
 

“El paciente fue valorado por Cirugía General del Hospital hhhh 
de xxxx por una tumoración lumbar de un mes de evolución que le 
ocasionaba molestias. La lesión impresionaba de lipoma. Se incluyó en lista 
de espera previa firma del consentimiento informado.  

 
»Fue intervenido el 30 de abril de 2018 con anestesia local y en 

régimen ambulatorio. El informe de anatomía patológica describe un nódulo 
de 3 x 2,2 cm compatible con fibrolipoma. 

 
»Un fibrolipoma es un tumor raro que, aun teniendo una 

composición celular benigna, se comporta, en ocasiones, como tumor 
recidivante, localmente agresivo, y de difícil manejo quirúrgico. Es 
fundamental en estos casos un estricto diagnóstico diferencial para descartar 
malignidad.  

 
»En el centro penitenciario se retiran los puntos antes de lo 

previsto, produciéndose dehiscencia de la herida que precisa atención en 
urgencias para refrescar bordes y nueva sutura. Este cierre se abre de 
nuevo, decidiéndose cierre por segunda intención con curas locales diarias.  

 
»En ningún momento del proceso se han identificado signos de 

infección. 
 
»Como corresponde al cierre por segunda intención, el proceso 

es lento, precisa curas diarias y el resultado estético siempre es menos 
satisfactorio que el cierre primario.  
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»La indicación de extirpar la lesión la sienta el cirujano en 
consulta y es una indicación correcta, la decisión de llevar a cabo la cirugía 
es del paciente. 

 
»El paciente firmó un consentimiento informado en el que 

constan de forma específica las complicaciones sufridas. 
 
»Cirugía Plástica del Hospital de xxxx extirpó la piel de la 

cicatriz y la volvió a suturar, sin necesidad de ninguna otra técnica 
(injerto/colgajo) y su corrección no ha supuesto coste económico para el 
paciente. Es decir, que el resultado final del cierre por segunda intención 
simplemente quedó en una cicatriz antiestética en la espalda, zona no visible 
en la esfera social que además ha sido reparada.  

 
»El propio paciente refiere que no ha estado de baja laboral y 

ha realizado un trabajo diario, además muy físico lo que puede contribuir en 
gran medida a retrasar la cicatrización, demorando la cicatrización de la 
herida. 

 
»Además, existe constancia de que el paciente no siguió las 

instrucciones precisas que se dieron por parte de Cirugía Plástica de no 
apoyar sobre la herida, pudiendo de nuevo alterar el proceso, empeorando el 
resultado.  

 
»En base a la documentación clínica de la que se dispone, la 

atención médica recibida en el Hospital hhhh de xxxx se adecua a la lex artis 
ad hoc″. 

 
Por lo expuesto, la totalidad de los informes que obran en el 

expediente acreditan, de manera clara y notoria, que el diagnóstico de 
lipoma en zona lumbar fue adecuado, que la intervención quirúrgica se 
realizó correctamente y sin incidencias y que el seguimiento y actuaciones 
posteriores cumplieron los protocolos médicos vigentes y los dictados de la 
lex artis ad hoc. 
 

El reclamante no aporta dictamen pericial o prueba alguna que 
desvirtúe el contenido de los citados informes. 

 
A mayor abundamiento, el interesado no discute en el trámite de 

alegaciones las conclusiones alcanzadas por la Inspección Médica y por el 
informe pericial de la aseguradora. 
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Finalmente, es preciso señalar que el paciente fue informado de los 

riesgos inherentes a las intervenciones quirúrgicas practicadas y los consintió. 
 
En este sentido, el paciente firmó un documento de consentimiento 

informado en el que consta de forma específica la desafortunada complicación 
sufrida, concretamente, alteración de la cicatrización y dehiscencia de la 
herida. Además, el mencionado documento manifiesta la posibilidad de que 
estas complicaciones requieran una nueva cirugía, como ocurrió en este caso. 
 

Por lo expuesto, ha quedado acreditado que el paciente sufrió una 
complicación frecuente derivada de la patología que sufría y que esta 
situación no fue el resultado de una mala praxis de las pruebas diagnósticas 
e intervención quirúrgicas practicadas en el CAUxxxx. En todas estas 
actuaciones se cumplieron los protocolos vigentes y se utilizaron las medidas 
precautorias adecuadas, por lo que este Consejo, coincidiendo con el 
inspector médico, concluye la improcedencia de declarar la responsabilidad 
patrimonial de la Administración Pública. 

  
  

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede dictar resolución desestimatoria en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial iniciado como consecuencia de la reclamación 
presentada por D. yyyy, debido a los daños y perjuicios derivados de la 
asistencia sanitaria que le fue prestada. 

  
 
No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


